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Explotacion de los fondos marinos
-Responsabilidad de los Estados-  

Luis Valencia Rodríguez *

El 6 de mayo de 2010, el Conse-
jo de la Autoridad Internacional 

de los Fondos Marinos solicitó a la 
Sala correspondiente del  Tribunal 
Internacional del Mar una opinión 
consultiva respecto de la respon-
sabilidad del Estado cuando pa-
trocina actividades en la Zona, de 
conformidad con la Parte XI de la 
Convención de las Naciones Uni-
das sobre el Derecho del Mar y el 
Acuerdo de 1994. Se ha solicitado 
que dicha opinión responda a tres 
preguntas específicas.

A continuación, se presenta un 
proyecto que podría servir de base 
para la elaboración de dicha opi-
nión consultiva.

Primera pregunta:

¿Cuáles son las responsabilida-
des y obligaciones legales de los Es-
tados Partes de la Convención con 
respecto al patrocinio de actividades 
en la Zona, de acuerdo con la Con-
vención, en particular la Parte XI 
y el Acuerdo de 1994 relativo a la 
aplicación de la Parte XI de la Con-
vención de las Naciones Unidas so-

bre el Derecho del Mar de diciembre 
de 1982?

Según el artículo 153, párrafo 
2, literal b) de la Convención, las 
actividades en la Zona serán reali-
zadas, “en asociación con la Auto-
ridad, por Estados Partes o empresas 
estatales o por personas naturales o 
jurídicas que posean la nacionalidad 
de Estados Partes o que sean efec-
tivamente controladas por ellos o 
por sus nacionales, cuando patroci-
nen dichos Estados, o por cualquier 
agrupación de los anteriores que re-
úna los requisitos previstos en esta 
Parte y en el Anexo III”.

De esto se deprende que el pa-
trocinio de los Estados se refiere ex-
presamente a empresas estatales o 
personas naturales o jurídicas que 
“posean la nacionalidad de Estados 
Partes o sean efectivamente controla-
das por ellos o por sus nacionales”. 
La nacionalidad de los Estados o el 
control efectivo señalan inequívoca-
mente que, a través de esas empresas 
o personales naturales o jurídicas, el 
Estado es el ente que controla, dirige 
o administra tales empresas o per-
sonas. Se trata de una prolongación 
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de los atributos y funciones del Esta-
do, lo que implica que el Estado está 
presente en dichas entidades y por lo 
tanto están vigentes sus responsabili-
dades y obligaciones legales en el ejer-
cicio de tales entidades en las labores 
que desarrollen en la Zona. Lo im-
portante es determinar que el control 
del Estado sobre las entidades sea en 
verdad “efectivo”. La determinación 
de esta característica de “efectividad” 
está sujeta a interpretación, muchas 
veces de carácter subjetivo.

Se debe agregar que la legislación 
sobre la nacionalidad de las personas 
jurídicas debería ser lo suficientemen-
te estricta para evitar que se produzca 
un fenómeno parecido a las “bande-
ras de conveniencia” con respecto a 
la nacionalidad de los buques. Se ha 
registrado algún caso respecto a que 
habían patrocinado compañías que 
decían ser nacionales, pero que re-
sultaron ser filiales “nacionales” de 
compañías multinacionales. Por ello, 
las empresas nacionales deberían ser 
realmente aquellas cuyos beneficios 
son inequívocamente para el Estado, 
especialmente en el caso de los países 
en desarrollo.

En general, la Convención con-
templa diversas formas a través de las 
cuales los Estados deben rendir cuen-
tas de su responsabilidad: 1)1 al afir-
mar la responsabilidad de los Estados 
por los daños resultantes como con-
secuencia del no cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el artícu-
lo 139; y 2) mediante el establecimien-
to de un sistema de revisión periódica, 
pues la Convención dispone que cada 

cinco años (artículo 154), la Asamblea 
de la Autoridad Internacional de los 
Fondos Marinos efectuará “un exa-
men general y sistemático de la forma  
en que el régimen internacional de la 
Zona” haya funcionado en la prácti-
ca. Como consecuencia de este exa-
men, la Asamblea “podrá adoptar o 
recomendar que otros órganos adop-
ten medidas” que permitan mejorar el 
funcionamiento del régimen. Si bien 
el examen periódico referido en el ar-
tículo 154 se refiere principalmente 
a las normas de la Convención, pero 
ello puede también redundar  en cues-
tiones relativas a la responsabilidad 
general de los Estados. Además, de 
acuerdo con la Sección 4 del Acuerdo 
de 1994, “la Asamblea, por recomen-
dación del Consejo, podrá efectuar en 
cualquier momento una revisión de 
los asuntos indicados en el párrafo 1 
del artículo 155 de la Convención”.

En concordancia con estos prin-
cipios, el artículo 139 se refiere a la 
obligación de los Estados de garan-
tizar el cumplimiento de las disposi-
ciones de la Convención y la respon-
sabilidad por daños. En este sentido, 
el párrafo 1 de este artículo dispone 
que los “Estados Partes estarán obli-
gados a velar por que las actividades 
en la Zona, ya sean realizadas por 
ellos mismos, por empresas estatales 
o por personas naturales o jurídicas 
que posean su nacionalidad o estén 
bajo su control efectivo o el de sus 
nacionales, se efectúen de acuerdo” 
con la Parte XI.

El párrafo 2 del mismo artículo 
especifica el campo de la responsabili-

1	 Dupuy-Vignes,	“A	Handbook	on	the	New	Law	of	the	Sea”,	Vol.12,	Académie	de	Droit	International,	Martinus	
Nijhoff Publishers, 1991, p. 585.
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dad. Dice: “Sin perjuicio de las normas 
de derecho internacional y del artículo 
22 del Anexo III, los daños causados 
por el incumplimiento de un Estado 
Parte o una organización internacio-
nal de sus obligaciones con arreglo a 
esta Parte entrañarán responsabilidad; 
los Estados Partes u organizaciones 
internacionales que actúen en común 
serán conjunta y solidariamente res-
ponsables”. El concepto de “daños 
causados” se relaciona con la obli-
gación del Estado de ser responsable 
hasta el límite de dichos daños.

El mismo párrafo precisa el al-
cance de la responsabilidad del Esta-
do. “Sin embargo – dice  -, el Esta-
do Parte no será responsable de los 
daños causados en caso de incum-
plimiento de esta Parte por una per-
sona a la que haya patrocinado con 
arreglo al apartado b) del párrafo 2 
del artículo 153 si ha tomado todas 
las medidas necesarias y apropiadas 
para lograr el cumplimiento efectivo 
de conformidad con el párrafo 4 del 
artículo 153 y el párrafo 4 del artícu-
lo 4 del Anexo III”.

Conviene destacar que, según lo 
dispuesto en el párrafo 1 del artículo 
139, la primordial obligación legal 
de los Estados es la de “velar” a fin 
de que las actividades en la Zona se 
efectúen de conformidad con las dis-
posiciones de la Parte XI de la Con-
vención, ya sea que tales actividades 
sean realizadas por los propios Es-
tados o ya por personas naturales o 
jurídicas que posean su nacionalidad 

o estén bajo su control efectivo o el 
de sus nacionales. De acuerdo con 
esta obligación, el Estado debe po-
ner todo su empeño y el cuidado ne-
cesario para que esta vigilancia sea 
completa y satisfactoria. 

El artículo 22 del Anexo III re-
lacionado con la responsabilidad, 
señala que “el contratista respon-
derá de los daños causados por los 
actos ilícitos cometidos en la realiza-
ción de sus operaciones, teniendo en 
cuenta la parte de responsabilidad 
por acción u omisión imputable a la 
Autoridad”. Y luego agrega: “Aná-
logamente, la Autoridad responderá 
de los daños causados por los actos 
ilícitos cometidos en el ejercicio de 
sus facultades y funciones, incluido 
el incumplimiento del párrafo 2 del 
artículo 168, teniendo en cuenta la 
parte de responsabilidad por acción 
u omisión imputable al contratista. 
En todo caso, la reparación equival-
drá al daño efectivo”.2

Como consecuencia, el Estado 
patrocinador, en el desempeño de 
sus labores de “vigilancia” deberá 
extremar los cuidados para evitar 
que el contratista cometa actos ilíci-
tos ya sea por acción u omisión, pues 
la falta de esta vigilancia le acarreará 
responsabilidad.

De conformidad con el párrafo 
3 del artículo 153 y el párrafo 4 de la 
Sección 2 del Acuerdo de 1994, las 
actividades en la Zona se realizarán 
con arreglo a un plan oficial escrito, 
preparado con arreglo al Anexo III. 

2	 El	párrafo	2	del	artículo	168	dice:	“Ni	el	Secretario	General	ni	el	personal	podrán	tener	interés	financiero	alguno	
en ninguna actividad relacionada con la exploración y explotación de la Zona. Con sujeción a sus obligaciones para con la 
Autoridad, no revelarán, ni siquiera después de cesar en su cargo, ningún secreto industrial, ningún dato que sea objeto 
de	derechos	de	propiedad	industrial	y	se	transmita	a	la	Autoridad	con	arreglo	al	artículo	14	del	Anexo	III,	ni	cualquier	otra	
información	confidencial	que	lleguen	a	su	conocimiento	como	consecuencia	del	desempeño	de	su	cargo”
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En el caso de actividades en la Zona 
realizadas en la forma autorizada 
por la Autoridad  por las entidades o 
personas especificadas en el aparta-
do b) del párrafo 2 del artículo 153, 
el plan de trabajo, de conformidad 
con el artículo 3 del Anexo III, ten-
drá la forma de un contrato. 

El referido artículo 3 señala las 
áreas especificadas en los planes de 
trabajo, e indica que todo plan de 
trabajo aprobado: a) se ajustará a 
la Convención y a las normas, re-
glamentos y procedimientos de la 
Autoridad; b) preverá el control por 
la Autoridad de las actividades en 
la Zona de conformidad con el pá-
rrafo 4 del artículo 153; c) conferirá 
al operador, de conformidad con las 
normas, reglamentos y procedimien-
tos de la Autoridad, derechos exclu-
sivos de exploración y explotación, 
en el área abarcada por el plan de 
trabajo, de las categorías de recursos 
especificadas en él. Cuando el solici-
tante presente un plan de trabajo de 
abarque solamente la etapa de ex-
ploración o la etapa de explotación, 
el plan aprobado conferirá derechos 
exclusivos solo respecto de esa etapa.

En virtud del párrafo 4 del artí-
culo 153 de la Convención, “la Au-
toridad ejercerá sobre las actividades 
en la Zona el control que sea nece-
sario para lograr que se cumplan las 
disposiciones pertinentes” de la Par-
te XI, así como “los correspondien-
tes anexos, las normas, reglamentos 
y procedimientos de la Autoridad y 
los planes de trabajo aprobados de 
conformidad con el párrafo 3”. Ade-
más, “los Estados Partes prestarán 
asistencia a la Autoridad adoptando 
todas las medidas necesarias para lo-

grar dicho cumplimiento, de confor-
midad con el artículo 139”.

A su vez, el párrafo 4 del artí-
culo 4 del Anexo III dispone que el 
Estado o los Estados patrocinadores 
estarán “obligados, con arreglo al ar-
tículo 139, a procurar, en el marco de 
sus ordenamientos jurídicos, que los 
contratistas patrocinados por ellos 
realicen sus actividades en la Zona de 
conformidad con las cláusulas de sus 
contratos y con las obligaciones que 
les incumban” en virtud de la Con-
vención. Dicho párrafo agrega: “Sin 
embargo, un Estado patrocinante no 
responderá de los daños causados 
por el incumplimiento de sus obli-
gaciones por un contratista a quien 
haya patrocinado si ha dictado leyes 
y reglamentos y adoptado medidas 
administrativas que, en el marco de 
su ordenamiento jurídico, sean razo-
nablemente adecuados para asegurar 
el cumplimiento por las personas bajo 
su jurisdicción”. La condición de que 
esas leyes, reglamentos y medidas ad-
ministrativas sean “razonablemente 
adecuados” podrá muchas veces re-
querir interpretación, a menudo sujeta 
a criterios subjetivos. Y, sin duda, este 
es uno de los puntos principales y más 
delicados que corresponde ser debida-
mente aclarado por las competentes 
instancias jurídicas internacionales.

El artículo 10 del Reglamento 
sobre prospección y explotación de 
nódulos polimetálicos en la Zona 
dice que las solicitudes de aproba-
ción de un plan de trabajo para la 
exploración serán presentadas, en 
el caso de una entidad, por sus re-
presentantes designados o por la au-
toridad designada con tal fin por el 
Estado o Estados patrocinadores. El 
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artículo 11 dispone que la solicitud 
presentada por una empresa estatal 
o las entidades que posean la nacio-
nalidad de los Estados Partes o sean 
efectivamente controladas por ellos 
o por sus nacionales, o cuando las 
patrocinen  dichos Estados, deberán 
acompañar un certificado de patro-
cinio. Este documento, que será de-
bidamente firmado en nombre del 
Estado patrocinador, contendrá: a) 
el nombre del solicitante; b) el nom-
bre del Estado patrocinador; c) una 
declaración de que el solicitante: i) es 
nacional del Estado patrocinador; ii) 
está sujeto al control efectivo del Es-
tado patrocinador o sus nacionales; 
d) una declaración de que el Estado 
patrocina al solicitante; e) la fecha 
en que el Estado patrocinador depo-
sitó el instrumento de ratificación, 
adhesión o sucesión con respecto a 
la Convención; f) una declaración 
de que el Estado patrocinador asu-
me la responsabilidad a que se hace 
referencia en el artículo 139 y en el 
párrafo 4 del artículo 153 de la Con-
vención y en el párrafo 4 del artículo 
4 del Anexo III de esta.

De conformidad con las Cláu-
sulas Uniformes del contrato para 
exploración, el punto 1.3 de la 
cláusula primera señala que, según 
el Acuerdo de 1994, las disposicio-
nes de la Parte XI y las del mencio-
nado Acuerdo se interpretarán y 
aplicarán conjuntamente como un 
solo instrumento, e igualmente, el 
respectivo contrato y las referen-
cias que en él se hacen a la Con-
vención se interpretarán y aplicarán 
en consecuencia. De conformidad 
con la cláusula quinta, el contra-
tista tomará las medidas necesarias 

para prevenir, reducir y controlar la 
contaminación del medio marino y 
otros riesgos para este derivados de 
sus actividades en la Zona en “la 
medida en que sea razonablemente 
posible utilizando la mejor tecnolo-
gía de que pueda disponer”.

De este modo, junto con las ac-
tividades propias de exploración y 
explotación, el contratista está tam-
bién obligado a tomar las medidas 
“razonables” para prevenir, reducir 
y controlar la contaminación del 
medio marino.

En esta materia, son múltiples 
las disposiciones de la Convención. 
En primer lugar, el artículo 208 esta-
blece la obligación de los Estados ri-
bereños de dictar leyes y reglamentos 
para prevenir, reducir y controlar la 
contaminación del medio marino re-
sultante directa o indirectamente de 
las actividades relativas a los fondos 
marinos sujetas a su jurisdicción y 
de las islas artificiales, instalaciones 
y estructuras bajo su jurisdicción. En 
concordancia con esta disposición, 
el artículo 214 dice que los Estados 
velarán por la ejecución de las leyes 
y reglamentos que hayan dictado de 
conformidad con el artículo 208.

El artículo 209, de manera más 
específica, determina que, “de confor-
midad con la Parte XI, se establecerán 
normas,  reglamentos y procedimien-
tos internacionales para prevenir, re-
ducir y controlar la contaminación 
del medio marino resultante de ac-
tividades de la Zona. Tales normas, 
reglamentos y procedimientos se re-
examinarán con la periodicidad nece-
saria”. Y el artículo 215 indica que la 
“ejecución de las normas, reglamentos 
y procedimientos internacionales esta-
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blecidos con arreglo a la Parte XI  para 
prevenir, reducir y controlar la conta-
minación del medio marino resultante 
de las actividades en la Zona se regirá 
por lo dispuesto en esa Parte”.

De esta manera, se vuelve a lo 
dispuesto en el referido artículo 139 
acerca de la obligación de los Esta-
dos Partes de “velar por que las acti-
vidades en la Zona, ya sean realiza-
das por ellos mismos, por empresas 
estatales o por personales naturales 
o jurídicas que posean su nacionali-
dad o estén bajo su control efectivo 
o el de sus nacionales, se efectúen de 
conformidad con esta Parte”, es de-
cir con la Parte XI.

El artículo 145 se refiere a la 
protección del medio marino. Dice: 

“Se adoptarán con respecto a 
las actividades en la Zona las me-
didas necesarias de conformidad 
con esta Convención para asegurar 
la eficaz protección del medio ma-
rino contra los efectos nocivos que 
puedan resultar de esas actividades. 
Con ese objeto, la Autoridad esta-
blecerá las normas, reglamentos y 
procedimientos apropiados para, 
entre otras cosas:
a) Prevenir, reducir y controlar la 

contaminación del medio ma-
rino y otros riesgos para éste, 
incluidas las costas, y las pertur-
bación del equilibrio ecológico 
del medio marino, prestando 
especial atención a la necesidad 
de protección contra las conse-
cuencias nocivas de actividades 
tales como la perforación, el 
dragado, la excavación, la eva-
cuación de desechos, la cons-
trucción y el funcionamiento o 
mantenimiento de instalaciones, 

tuberías y otros dispositivos re-
lacionados con tales actividades;

b) Proteger y conservar los recursos 
naturales de la Zona y prevenir 
daños a la flora y fauna marinas”.

En relación con estas obliga-
ciones, el artículo 147 se refiere a la 
armonización de las actividades en 
la Zona y en el medio marino, y es-
pecíficamente trata de las instalacio-
nes utilizadas para la realización de 
actividades en la Zona, y determina 
las condiciones a que están sujetas 
dichas instalaciones.

El numeral 7 de la Sección 1 del 
Acuerdo de 1994 dispone que “toda 
solicitud de aprobación de un plan de 
trabajo irá acompañada de una eva-
luación de los posibles efectos sobre 
el medio ambiente de las actividades 
propuestas y de una descripción de un 
programa de estudios oceanográficos 
y estudios de referencia sobre el me-
dio ambiente de conformidad con las 
normas, reglamentos y procedimien-
tos aprobados por la Autoridad”.

De igual modo, la cláusula sex-
ta de las Cláusulas Uniformes del 
contrato de exploración indica que 
el contratista, antes de comenzar su 
programa de actividades, presenta-
rá un plan de contingencia a fin de 
actuar eficazmente en caso de acci-
dentes que probablemente hayan de 
causar graves daños al medio marino. 
En concordancia con esta obligación, 
la cláusula décimo-sexta dice que el 
contratista será responsable del mon-
to efectivo de los daños y perjuicios 
causados al medio marino, derivados 
de actos u omisiones ilícitos cometi-
dos en la realización de las operacio-
nes en la Zona.



181AFESE  54

Explotación de los Fondos Marinos - Responsabilidad del Estado 

En consecuencia, esas normas, 
reglamentos y procedimientos sobre 
la prevención, reducción y control 
del medio ambiente marino en rela-
ción con las actividades de prospec-
ción y explotación de la Zona for-
man parte del plan de trabajo que, 
una vez aprobado por la Autoridad, 
se convierte en el contrato. Además, 
de acuerdo con el Reglamento de 
Prospección y Exploración de los 
Nódulos Polimetálicos, cada contra-
tista tiene la obligación de informar 
a la Autoridad sobre el progreso de 
la exploración que lleve adelante, e 
igualmente de proporcionarle el de-
talle de sus actividades desarrolladas 
de conformidad con el contrato.

La protección del medio mari-
no tiene tanta importancia que, en 
virtud del literal x del artículo 162 
de la Convención, el Consejo de la 
Autoridad tiene la facultad de ex-
cluir de la explotación ciertas áreas 
cuando pruebas fundadas indiquen 
que existe riesgo de causar daños 
graves al medio marino. Además, 
según el párrafo 1 del artículo 31 
del Reglamento sobre prospección 
y explotación, la Autoridad debe 
dictar normas, reglamentos y pro-
cedimientos ambientales y los man-
tendrá en examen periódico para 
asegurar que se proteja eficazmente 
al medio marino contra los efectos 
nocivos que puedan derivarse de 
actividades en la Zona. El párrafo 
2 del citado artículo establece obli-
gaciones para la Autoridad y los 
Estados patrocinadores. Dice que 
“para asegurar la protección eficaz 
del medio marino contra los efectos 
que puedan derivarse de las activi-
dades en la Zona, la Autoridad y los 

Estados patrocinadores aplicarán el 
criterio de precaución que figura en 
el principio 15 de la Declaración de 
Rio en relación con dichas activida-
des”. El Reglamento especifica con 
detalle las obligaciones que asume 
el contratista para prevenir, reducir 
y controlar la contaminación del 
medio marino. Corresponde, por 
tanto, al Estado patrocinador vigi-
lar que el contratista cumpla con 
todas estas obligaciones.

Conclusiones. 

Las principales responsabili-
dad y obligaciones legales de los 
Estados patrocinadores se resumen 
en las siguientes:
1. Los Estados patrocinadores de-

ben “velar”, es decir “vigilar”, 
a los contratistas que hayan pa-
trocinado a fin de que cumplan 
con las obligaciones que han 
asumido de acuerdo con el res-
pectivo contrato, el Anexo III y 
con las  disposiciones de la Parte 
XI de la Convención (párrafo 1 
del artículo 139 de la Conven-
ción). Esa obligación se despren-
de porque los contratistas patro-
cinados tienen la nacionalidad 
del Estado patrocinador o están 
sujetos a su control efectivo.

2. Esta obligación se refiere a dos 
aspectos: las medidas que se 
deben adoptar para asegurar 
la protección eficaz del medio 
marino contra los efectos no-
civos que puedan derivarse de 
las actividades en la Zona, para 
lo cual la “Autoridad y los Es-
tados patrocinadores aplicarán 
el criterio de precaución que 
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figura en el principio 15 de la 
Declaración de Rio” (párrafo 2 
del artículo 31 del Reglamento 
sobre prospección y explora-
ción de nódulos polimetálicos); 
y, con arreglo al artículo 145 de 
la Convención y el párrafo 2 del 
artículo 31 citado, el contratista 
“tomará las medidas necesarias 
para prevenir, reducir y contro-
lar la contaminación del medio 
marino y otros riesgos para este 
derivados de sus actividades en 
la Zona en la medida en que sea 
razonablemente posible y uti-
lizando la mejor tecnología de 
que disponga” (párrafo 3 del 
artículo 31 ya citado).

3. Los Estados patrocinadores tie-
nen la obligación legal de dictar 
leyes y reglamentos, así como de 
adoptar medidas administrativas 
que, en el marco de su ordena-
miento jurídico, sean razonable-
mente adecuados para asegurar 
el cumplimiento de las obligacio-
nes contraídas por el contratista 
patrocinado (párrafo 4 del artí-
culo 4 del Anexo III).

4. Los Estados patrocinadores de-
ben entregar al contratista que 
hayan patrocinado un “certifi-
cado de patrocinio” que reúna 
los requisitos señalados en el 
Reglamento sobre prospección 
y exploración de nódulos poli-
metálicos, y este certificado debe 
formar parte de la solicitud de 
aprobación de un plan de traba-
jo (artículo 10 del Reglamento). 
De este modo, el Estado patroci-
nador asume ante la Autoridad 
todas las obligaciones que se 
desprenden de ese certificado.

Segunda pregunta:

¿Cuál es el alcance de la res-
ponsabilidad de un Estado Parte por 
cualquier falla en el cumplimiento 
de las obligaciones de la Conven-
ción, en particular la Parte XI, y el 
Acuerdo de 1994, por una entidad 
la cual es patrocinada de acuerdo 
con el artículo 153, parágrafo 2 (b) 
de la Convención?

El párrafo 2 del artículo 139 se-
ñala cuál es el alcance de la responsa-
bilidad del Estado patrocinador. Dice:

“Sin perjuicio de las normas de 
derecho internacional y del artículo 
22 del Anexo III, los daños causados 
por el incumplimiento de un Estado 
Parte o una organización internacio-
nal de sus obligaciones con arreglo a 
esta Parte entrañan responsabilidad; 
los Estados Partes u organizaciones 
internacionales  que actúen en co-
mún serán conjunta y solidariamente 
responsables. Sin embargo, el Esta-
do Parte no será responsable de los 
daños causados en caso de incum-
plimiento de esta Parte por una per-
sona a la que haya patrocinado con 
arreglo al apartado b) del párrafo 2 
del artículo 153 si ha tomado todas 
las medidas necesarias y apropiadas 
para lograr el cumplimiento efectivo 
de conformidad con el párrafo 4 del 
artículo 153 y el párrafo 4 del artícu-
lo 4 del Anexo III”.

El referido artículo 22 del 
Anexo III trata de la responsabili-
dad del contratista. Dice:

“El contratista responderá de 
los daños causados por los actos ilí-
citos cometidos en la realización de 
sus operaciones, teniendo en cuenta 
la parte de responsabilidad por ac-
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ción u omisión imputable a la Auto-
ridad. Análogamente, la Autoridad 
responderá de los daños causados 
por los actos ilícitos cometidos en el 
ejercicio de sus facultades y funcio-
nes, incluido el incumplimiento del 
párrafo 2 del artículo 168, teniendo 
en cuenta la parte de responsabili-
dad por acción u omisión imputable 
al contratista. En todo caso, la repa-
ración equivaldrá al daño efectivo”.

El párrafo 4 del artículo 153 
se refiere a la asistencia que deben 
prestar los Estados Partes a la Au-
toridad. Dice:

“La Autoridad ejercerá sobre 
las actividades en la Zona el control 
que sea necesario para lograr que se 
cumplan las disposiciones pertinentes 
de esta Parte y de los correspondien-
tes anexos, las normas, reglamentos 
y procedimientos de la Autoridad y 
los planes de trabajo aprobados de 
conformidad con el párrafo 3. Los 
Estados Partes prestarán asistencia 
a la Autoridad adoptando todas las 
medidas necesarias para lograr dicho 
cumplimiento, de conformidad con el 
artículo 139”.

El párrafo 4 del artículo 4 del 
Anexo III reafirma el alcance de la 
responsabilidad del Estado patroci-
nador. Dice:

“El Estado o los Estados pa-
trocinantes estarán obligados, con 
arreglo al artículo 139, a procurar, 
en el marco de sus ordenamientos 
jurídicos, que los contratistas pa-
trocinados por ellos realicen sus 
actividades en la Zona de con-
formidad con las cláusulas de sus 

contratos y con las obligaciones 
que les incumban en virtud de esta 
Convención. Sin embargo, un Es-
tado patrocinante no responderá 
de los daños causados por el in-
cumplimiento de sus obligaciones 
por un contratista a quien  haya 
patrocinado si ha dictado leyes y 
reglamentos y adoptado medidas 
administrativas que, en el marco 
de su ordenamiento jurídico, sean 
razonablemente adecuados para 
asegurar el cumplimiento por las 
personas bajo su jurisdicción”.

El párrafo 2 del artículo 139 
de la Convención, antes citado, se-
ñala cuál es la responsabilidad que 
asume el Estado patrocinador, y 
destaca que todo ello es “sin  per-
juicio de las normas de derecho in-
ternacional” aplicables respecto de 
la responsabilidad de los Estados.

Conviene, pues, examinar, aun-
que sea sumariamente, este tema, 
habida cuenta de que distintas ins-
tancias arbitrales y judiciales inter-
nacionales se han  pronunciado al 
respecto en varias oportunidades.

En general, sobre la base del 
derecho internacional consuetudi-
nario,  se puede afirmar que el Es-
tado responde por la violación de 
obligaciones generales que le impo-
ne el derecho internacional o por la 
inobservancia de obligaciones con-
vencionales que haya contraído. 
Charles De Visscher3 sostiene que 
“la teoría clásica de la responsabi-
lidad internacional se apoya en la 
distinción entre los actos realizados 
por los órganos del Estado, necesa-

3	 De	Visscher	Charles,	“Derecho	Internacional	Público”,	Bosch,	Casa	Editorial,	Barcelona,	1962,	p.	311
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riamente imputables a este último, 
y las actividades de carácter priva-
do, que solo originan responsabi-
lidad para el Estado cuando, con 
motivo de las mismas, haya faltado 
a sus deberes mediante un acto o 
una omisión que le sea directamen-
te imputable. 

La puesta en práctica de este 
principio de imputación es sin duda 
una operación enteramente lógica, 
en cuanto que procede directamente 
de una norma jurídica”.

De esta manera, las normas 
sobre la responsabilidad interna-
cional, según Georg Schwarzen-
berger4, se reducen a dos proposi-
ciones: 1) el quebrantamiento de 
cualquier obligación internacional 
constituye un acto ilegal o una fal-
ta internacional; y 2) la comisión 
de una falta internacional entraña 
el deber de hacer una reparación. 
Añade que son cinco los aspectos 
de derecho que deben examinarse: 
el significado del quebrantamiento 
de una obligación internacional; los 
intereses legales del reclamante; la 
identidad del autor de la falta; la 
índole de la falta; y las formas de 
reparación. En relación con estos 
aspectos, se puede indicar de modo 
general que se produce un quebran-
tamiento de una obligación inter-
nacional cuando ocurre una acción 
u omisión injustificada, de acuerdo 
con una norma convencional, y el 
acto es imputable a un sujeto de de-
recho internacional. 

Eduardo Jiménez de Aréchaga5 

sostiene que “siempre que se viola un 
deber establecido en cualquier regla 
de derecho internacional, ya sea por 
acción u omisión, automáticamente 
surge una relación jurídica nueva. 
Esta relación se establece entre el su-
jeto al cual es imputable el acto que 
debe ‘responder’ mediante una repa-
ración adecuada, y el sujeto que tiene 
derecho a reclamar la reparación por 
el incumplimiento de la obligación” 
Si la inobservancia de las obligacio-
nes de los Estados entre sí, o de obli-
gaciones convencionales, no fuese 
sancionada por una responsabilidad 
jurídica, el derecho internacional de-
jaría de existir. La responsabilidad 
internacional debe originarse de una 
acción u omisión de parte de uno de 
los órganos del Estado. 

Para Ian Brownlie6, una acción 
u omisión produce un resultado que 
prima facie, es un quebrantamien-
to de una obligación legal, que a su 
vez origina responsabilidad según 
el derecho internacional, sea que la 
obligación nazca de un tratado, de la 
costumbre o de cualquier otra fuen-
te. El acto ilícito coloca al Estado 
que lo ha cometido en la obligación 
de restaurar al derecho violado o a 
dar una adecuada satisfacción. Esa 
satisfacción o indemnización de per-
juicios comprende el daño emergente 
y el lucro cesante, ya provenga de no 
haberse cumplido la obligación o de 
haberse cumplido imperfectamente, o 
de haberse retardado el cumplimien-

4	 Schwarzenberger	Georg,	“A	Manual	of	International	Law”	Stevens	&	Sons	Limited,	London,	1967,	Fifth	
Edition, p.173
5 Jiménez de Aréchaga Eduardo, “Responsabilidad internacional” en Max Sorensen, Manual de Derecho 
Internacional Público,  México, Fondo de Cultura Económica, 1994, p.507
6	 Brownlie	Ian,	“	Principles	of	Public	International	Law”,	Clarendon	Press	Oxford,	1966,	ps.356-7
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to. Tal satisfacción o reparación equi-
valdrá al “daño efectivo”, que puede 
significar el daño emergente y hasta el 
lucro cesante, según las circunstancias 
de la acción u omisión que diere lugar 
a la reparación.

No hay duda de que la doctrina 
de la responsabilidad del Estado pre-
senta todavía muchas dificultades.  Se 
debe recordar que la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, mediante 
Resolución 799 (VIII) de 1953 solicitó 
a  la Comisión de Derecho Internacio-
nal que iniciara los trabajos necesarios 
para establecer los principios de de-
recho internacional que rigen la res-
ponsabilidad de los Estados. Luego de 
más de 40 años de labores, la Comi-
sión aprobó el 9 de agosto de 2001 el 
Proyecto de Artículos sobre Responsa-
bilidad del Estado por Hechos Inter-
nacionalmente Ilícitos, y la Asamblea, 
mediante Resolución A/RES/56/83 de 
12 de diciembre de ese año, acogió 
“con beneplácito” la conclusión de la 
labor de la Comisión y remitió el Pro-
yecto  “a la atención” de los Estados 
Miembros, “sin perjuicio de la cues-
tión de la futura aprobación o de otro 
tipo de medida, según corresponda”.

Según el mencionado Proyec-
to, “hay violación de una obligación 
internacional cuando el comporta-
miento atribuido a un Estado, sujeto 
de derecho internacional, constituye 
un incumplimiento por ese Estado de 
una obligación internacional que tie-
ne a su cargo”.

Conclusiones

El alcance de la responsabilidad 
del Estado patrocinador se resume 
en las siguientes conclusiones:

1. De acuerdo con la Convención, 
se considera que el contratista 
que haya sido patrocinado por 
el Estado es un súbito nacional 
suyo o se halla efectivamente 
bajo el control de ese Estado, 
es decir sometido a su jurisdic-
ción y, por tanto, a la corres-
pondiente legislación interna. 
En consecuencia, las acciones 
u omisiones cometidas por el 
contratista y que causen actos 
ilícitos entrañan responsabili-
dad del Estado patrocinador. El 
alcance de esta responsabilidad 
debe asimilarse, en general, al 
cuidado y diligencia que el Es-
tado emplea ordinariamente en 
el manejo y administración de 
los asuntos e intereses públicos 
del Estado (párrafo 2 del artícu-
lo 139 de la Convención).

2. La responsabilidad del Esta-
do patrocinador comprende la 
obligación legal de procurar 
que el contratista preste la ne-
cesaria reparación por los actos 
ilícitos que haya cometido en el 
desarrollo de las actividades en 
la Zona y que esa reparación 
equivalga al daño efectivo cau-
sado (artículo 22 Anexo III).

3. La responsabilidad del Estado 
patrocinador se extiende a la 
necesidad de que siga con espe-
cial atención las medidas que se 
adopten tanto en el examen pe-
riódico que realiza la Asamblea 
de la Autoridad cada cinco años 
según lo dispone el artículo 154 
de la Convención, como las me-
didas que la Asamblea adopte a 
través de un procedimiento de 
revisión, que puede efectuarse 
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en cualquier momento, de los 
asuntos señalados en el párrafo 
1 del artículo 155 de la Conven-
ción. En uno u otro caso, ese 
examen periódico o la revisión  
pueden implicar medidas  ten-
dientes a la revisión de los con-
tratos en curso con el objeto de 
verificar si las disposiciones de 
la Parte XI han cumplido sus fi-
nalidades en todos los aspectos 
mencionados en el artículo 154 
y en el párrafo 2 del artículo 
155 de la Convención (Sección 
4 del Acuerdo de 1994). En 
consecuencia, el Estado debe 
proceder de acuerdo con las re-
comendaciones o medidas  que 
se adopten durante esos proce-
sos de examen y revisión.

4. El Estado patrocinador debe res-
ponder por la falta en el cumpli-
miento de sus obligaciones lega-
les especificadas en la  Conven-
ción, el Anexo III y el Acuerdo de 
1994, que son obligaciones con-
vencionales: la falta de asistencia 
a la Autoridad para asegurar el 
correcto cumplimiento de las 
obligaciones del contratista, así 
como el incumplimiento en la ex-
pedición de leyes y reglamentos y 
la adopción de medidas adminis-
trativas necesarias para asegurar 
que el contratista cumpla con sus 
obligaciones. El incumplimiento 
de estas obligaciones por parte 
del Estado patrocinador pueden 
originar actos ilícitos por el con-
tratista, que requieren del Esta-
do una reparación adecuada del 
daño efectivo causado.

5. Cesa la responsabilidad del Es-
tado patrocinador si las leyes y 

reglamentos que ha dictado y 
las medidas administrativas que 
ha adoptado, en el marco de su 
ordenamiento jurídico, han de-
mostrado en la práctica ser ra-
zonablemente adecuados para 
asegurar el cumplimiento por el 
contratista patrocinado de sus 
actividades en la Zona. Corres-
ponde al Estado patrocinador, en 
caso de ser requerido, demostrar 
fehacientemente que las normas 
que ha dictado cumplen a caba-
lidad los propósitos previstos en 
la Convención (párrafo 4 del ar-
tículo 4 del Anexo III).

6. La Autoridad y sus órganos pue-
den requerir al Estado patrocina-
dor por los incumplimientos de 
sus obligaciones legales en que 
haya incurrido y solicitarle las 
reparaciones correspondientes, 
todo ello de acuerdo con las per-
tinentes disposiciones de la Con-
vención, el Acuerdo de 1994 y el 
Anexo III, que constituyen obli-
gaciones contractuales que el Es-
tado debe respetar y cumplir. La 
relación jurídica entre el Estado 
patrocinador y el contratista, en 
cambio, se rige por las disposi-
ciones internas de dicho Estado. 

Tercera pregunta:

¿Cuáles son las medidas necesa-
rias y adecuadas que deberán ser to-
madas por un Estado patrocinador 
para cumplir sus responsabilidades 
bajo la Convención, en particular 
sobre el artículo 139 y el Anexo III y 
el Acuerdo de 1994?

Los comentarios, observaciones 
y conclusiones formulados en rela-
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ción con las dos preguntas anteriores 
son claros en cuanto a determinar 
las medidas necesarias y adecuadas 
que un Estado patrocinador debe 
cumplir de conformidad con la Con-
vención, el Anexo III y el Acuerdo 
de 1994.

Esas medidas se concretan en los 
siguientes  aspectos fundamentales:

1) la permanente vigilancia del Es-
tado patrocinador a fin de que el 
contratista patrocinado cumpla 
eficientemente las obligaciones 
que ha asumido de acuerdo con 
el contrato respectivo, la Con-
vención, los anexos, reglamen-
tos y procedimientos de la Au-
toridad en relación con el área 
objeto del contrato. Esta activi-
dad se relaciona con la asisten-
cia que debe prestar el Estado a 
la Autoridad para los fines ante-
riores; 2) la expedición de leyes 
y reglamentos, y la adopción de 
medidas administrativas, que 
sean razonablemente adecua-
dos para asegurar el correcto 
cumplimiento por el contratista 
patrocinado de las actividades 
que le corresponde realizar en 
la Zona (párrafo 1 del artículo 
139 de la Convención y párrafo 
4 del artículo 4 del Anexo III).

2) Además, se debe tener en cuen-
ta, según dispone el artículo 29 
del Reglamento sobre explora-
ción y explotación de nódulos 
polimetálicos, que el contratista 
deberá “tener el patrocinio ne-
cesario durante todo el período 
de vigencia del contrato” Asi-
mismo, “el Estado que ponga 
término al patrocinio lo notifi-

cará sin dilación y por escrito al 
Secretario General”, que deberá 
también comunicar a dicho fun-
cionario “las razones de la ter-
minación del patrocinio”. Esta 
terminación “surtirá efecto seis 
meses después de la fecha en 
que el Secretario General reci-
ba la notificación, a menos que 
en esta se especifique una fecha 
ulterior”. Es importante des-
tacar que “la terminación del 
patrocinio no eximirá al Estado 
de ninguna de las obligaciones 
contraídas cuando era Estado 
patrocinante ni afectará a los 
derechos y obligaciones surgi-
dos durante el patrocinio”.

3) La responsabilidad y su alcance 
respecto al contratista y la Au-
toridad están señalados en el ar-
tículo 30 del Reglamento, pues 
dice que dicha responsabilidad 
“se ajustará a la Convención”. 
Y añade: “el contratista seguirá 
siendo responsable de todos los 
daños y perjuicios derivados de 
los actos ilícitos cometidos en la 
realización de sus operaciones, 
en particular los daños al medio 
marino, después de finalizada la 
etapa de exploración”. Y esta 
responsabilidad del contratista, 
en los casos que así correspon-
da, deberá también ser asumida 
por el Estado patrocinador, es-
pecialmente en cuanto a ejerci-
cio de la permanente vigilancia, 
antes referida, así como a la 
aplicación de las leyes y regla-
mentos que el Estado patroci-
nador hubiere expedido, y de 
las medidas administrativas que 
hubiere adoptado. 
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Figura 1
Plataforma continental del Ecuador de 200 MN: límites y características geomorfológicas

Figura 2
Plataforma continental y Fosa del Ecuador. Nótese el efecto de la cordillera Carnegie 

(secciones A y B) y la plataforma angosta muy cerca de la trinchera. 

* Gráficos eleborados por la Unidad Técnica CONVEMAR
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Figura Nº 3
La plataforma de Galápagos muestra continuidad geomorfológica sobre las cordilleras 

Colón, Cocos y Carnegie

Figura Nº 4
En sombreado gris se notan las áreas potenciales, más allá de las 200 millas, que podrían 

ser incorporadas a la Plataforma Continental de Galápagos.


